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RESPUESTA: 
 

La crisis de la COVID-19 ha significado una paralización total de las actividades 
en el sector turístico. En este sentido, la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE) señala que puede suponer una disminución de entre un 
45% a un 70% en el conjunto de la economía turística internacional, dependiendo de la 

duración de la crisis y la velocidad en la que repunten los viajes internacionales y los 
visitantes. 

 
Por ello, el Gobierno mantiene una comunicación fluida y constante con todas 

las Comunidades Autónomas y todos los agentes de la industria. El Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo mantiene contacto habitual con las principales empresas 

del sector, las patronales y los Directores Generales o Consejeros de Turismo de las 
Comunidades Autónomas.  

 
Por ese motivo, la Secretaría de Estado de Turismo y el Instituto de Turismo de 

España (TURESPAÑA) está n trabajando para que, una vez finalice la crisis actual, se 

pueda impulsar la promoción de España como destino turístico, ajustándose a las nuevas 
circunstancias del sector y de la demanda. En esta línea de acción se trabajará de manera 

coordinada con las Comunidades Autónomas, los organismos de promoción y los clubes 
de producto. 

 
Hay que señalar que, a día de hoy, no se dispone de datos oficiales sobre las 

consecuencias de la pandemia en el sector turístico y la hostelería, aunque teniendo en 



  

 

 

 

   

 

 

cuenta la paralización que sufre el sector, es evidente es evidente que tendrá un impacto 

especialmente acusado en el sector terciario, y muy en particular en el turismo y la 
hostelería, dos de los motores económicos del país. 

 

En este sentido, el Gobierno es consciente que las medidas adoptadas tanto en 
España como a nivel global –en una situación que es inédita en la historia reciente- 

están teniendo consecuencias graves para el sector turístico, pero es imprescindible 
superar la crisis sanitaria para volver a recuperar la actividad cotidiana, y también 

nuestras fiestas y tradiciones.  
 

En este punto, se señala que el Gobierno tiene por objetivo, entre otros, aprobar 
la Estrategia de Turismo Sostenible 2030, con la participación de las Comunidades 

Autónomas y los principales agentes del sector. Esta Estrategia buscará reforzar la 
posición del sector turístico en España, basado en la sostenibilidad y en la 

implementación de la inteligencia turística y la digitalización.  
 
Por otra parte, para paliar las posibles consecuencias que el  COVID-19 pueda 

causar a la economía española, el Gobierno ha elaborado un Plan de Choque, que se 
fundamenta en el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 

medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19 y en el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 

frente al impacto económico y social del COVID-19, complementado por el Real 
Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, por el que se adoptan medidas complementarias, 

en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19, el Real Decreto-
ley 10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido recuperable 

para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios esenciales, con 
el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la lucha contra el 

COVID-19 y el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 

COVID-19. Todas estas medidas tienen un impacto en el sector turístico.  
 
Así, en el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, se establecen medidas para 

reforzar el sistema de salud pública, apoyar a las personas trabajadoras y familias más 
vulnerables afectadas por la situación excepcional y extraordinaria, garantizar la 

liquidez de las empresas del sector turístico y apoyar la financiación de las Pequeñas y 
Medianas Empresas (PYME) y autónomos.  

 
Con carácter de extraordinaria y urgente necesidad, se refuerza y extiende la 

línea de financiación prevista inicialmente para los afectados por la insolvencia del 
Grupo empresarial Thomas Cook, a los afectados por la crisis desencadenada por el 

COVID-19, por lo que dicha línea de financiación se extiende a todas las empresas y 
trabajadores autónomos establecidos en España y encuadrados en los sectores 



  

 

 

 

   

 

 

económicos definidos en la disposición adicional primera que son los que, por el 

momento, están siendo especialmente afectados por la misma.  
 
Asimismo, se crea, una línea de financiación del Instituto de Crédito Oficial 

(ICO), dotada con 400 millones de euros y con garantía del Estado. Es una ampliación 
de 200 millones de euros de la línea creada tras la quiebra de Thomas Cook que se 

amplía a todas las empresas y trabajadores autónomos con domicilio fiscal en España 
que estén incluidos en los sectores económicos de transporte de viajeros, alojamiento, 

restauración, así como actividades relacionadas que se están viendo afectadas por la 
crisis. 

 
La situación excepcional provocada por el COVID-19 puede tener una especial 

incidencia en el empleo de los trabajadores fijos discontinuos que trabajan en el sector 
turístico y en todos los sectores vinculados al mismo en todas las comunidades 

autónomas. Por ello, en el Real Decreto-ley 7/2020, como medida extraordinaria, se 
anticipa y se amplía a los meses de febrero a junio de 2020 la aplicación de la 

bonificación en las cuotas a la Seguridad Social de los contratos de los trabajadores fijos 
discontinuos de toda España. 

 

Por su parte, en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, se establecen entre 
otras, medidas de apoyo a trabajadores, familias y colectivos vulnerables, que se ven 

particularmente afectados por las circunstancias actuales, también se establecen medidas 
de flexibilización de los mecanismos de ajuste temporal de actividad para evitar 

despidos y diversas medidas de garantía de liquidez para sostener la actividad 
económica ante las dificultades transitorias consecuencia de la situación generada por el 

COVID-19.  
 

De esa forma, se flexibilizan los aplazamientos del pago de deudas tributarias 
con la Administración durante un periodo de seis meses, previa solicitud, con 

bonificación parcial en los tipos de interés para evitar posibles tensiones de tesorería de 
autónomos y PYME. 

 
En este sentido, el Ministerio de Sanidad dictó el día 19 de marzo de 2020 la 

Orden SND/257/2020 por la que se declara la suspensión de apertura al público de 

todos los establecimientos de alojamiento turístico, de acuerdo con el artículo 10.6 del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 

la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 
 

Se considera que es necesario establecer la suspensión de apertura al público de 
todos los hoteles y alojamientos similares, alojamientos turísticos y otros alojamientos 

de corta estancia, campings, aparcamientos de caravanas y otros establecimientos 
similares, ubicados en cualquier parte del territorio nacional para uso turístico.  
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La Orden da un plazo de 7 días para acometer este cierre contemplando algunas 

excepciones (artículo 2 de la Orden “Suspensión de apertura al público de 
establecimientos de alojamiento turístico”) y estando en vigor hasta la finalización de la 
declaración del periodo del estado de alarma o prórrogas del mismo. El cierre se debía 

efectuar antes del 26 de marzo.  
 

Ante el cierre de la planta alojativa de todo el país, se decide establecer una serie 
de establecimientos que sean declarados servicios esenciales para garantizar la 

movilidad de aquellos trabajadores que tienen que realizar determinadas labores de tal 
forma que puedan disponer de alojamiento y comida. Se habilita una Orden, 

TMA/277/2020, de 23 de marzo, por la que se declaran servicios esenciales a 
determinados alojamientos turísticos y se adoptan disposiciones complementarias  

 
Dado que la propia previsión de la orden establecía la posibilidad de 

rectificación y modificación del anexo l, se decide modificar el listado de la Orden 
TMA/277/2020, como resultado de la coordinación con las Comunidades Autónomas y 

el sector unificando criterios y recibiendo las modificaciones que los agentes implicados 
solicitan. Fruto de estas acciones, el Boletín Oficial del Estado publica la Orden 
TMA/305/2020, de 30 de marzo, por la que se modifica el anexo de la Orden 

TMA/277/2020, de 23 de marzo. 
 

Además, el Consejo de Ministros de 24 de marzo aprobó el Acuerdo que recoge 
las características del primer tramo, por importe de hasta 20.000 millones de euros, de la 

Línea de Avales para empresas y autónomos, recogida en el Real Decreto Ley 8/2020 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19.  
 

El Gobierno da así cumplimiento al compromiso con las empresas, 
especialmente con los trabajadores autónomos y las PYME, también del sector turístico, 

de poner en marcha las medidas necesarias para garantizar su liquidez y preservar la 
actividad productiva y el empleo.  

 
Con este objetivo, la Línea de Avales garantizará los nuevos préstamos y las 

renovaciones concedidas por entidades financieras a empresas y autónomos para atender 

las necesidades de financiación derivadas, entre otros, de pagos de salarios, facturas, 
necesidad de circulante u otras necesidades de liquidez, incluyendo las derivadas de 

vencimientos de obligaciones financieras o tributarias. Esta Línea será gestionada por el 
Instituto de Crédito Oficial, en colaboración con las entidades financieras. Esta línea 

mantiene mejores condiciones que la decretada por la crisis de Thomas Cook y permite 
abarcar de mejor forma el amplio abanico de empresas turísticas, por lo que se decide 

remitir a los interesados a financiación y no ampliar la citada línea de Thomas Cook.  
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En el Real Decreto-ley 9/2020, de 27 de marzo, se adoptan medidas 

complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19. 
Clarifica algunos efectos y consecuencias del Real Decreto-ley 8/2020 y establece 
nuevos contenidos dirigidos a asegurar una mejor cobertura y una más eficaz aplicación 

de lo allí establecido. También establece medidas específicas para algunos sectores de 
actividad y configura un sistema más ágil para la contratación pública durante la crisis 

sanitaria.  
 

Entre sus principales aspectos en el ámbito laboral que puede afectar al sector 
turístico, cabe destacar: 

 

 Medidas extraordinarias para la protección del empleo. Para reforzar los objetivos 

de protección laboral del Real Decreto-ley 8/2020, la norma establece que no estará 
justificado el despido que se realice por causas relacionadas con el COVID-19. 

 

 Agilización del acceso a la prestación de desempleo, clarificándose su alcance y 

concretando el mecanismo para que la prestación de desempleo se solicite 

directamente por parte del empresario que ha tramitado el Expediente de 
Regulación Temporal de Empleo (ERTE).  

 

 Reforzamiento de los mecanismos de control. Se establece que la Inspección de 

Trabajo y Seguridad Social incluirá entre sus planes de actuación la comprobación 
de las causas alegadas para los ERTE.  

 

 Interrupción del cómputo de la duración máxima de los contratos temporales. La 

suspensión de los contratos temporales, incluidos los formativos, de relevo e 
interinidad, supondrá la interrupción del cómputo, tanto de la duración de estos 

contratos como de los periodos de referencia equivalentes al periodo suspendido en 
cada una de estas modalidades contractuales. 

 
En el Real Decreto-ley 11/2020, de 29 de marzo, se adoptan medidas urgentes 

complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19. 
Persigue, en primer lugar, la adopción de un nuevo paquete de medidas de carácter 

social dirigidas al apoyo a trabajadores, consumidores, familias y colectivos 
vulnerables, haciendo especial hincapié en aquellos que más lo necesitan; y, en segundo 

lugar, la puesta en marcha de un conjunto de medidas de diversa naturaleza con impacto 
directo en el refuerzo de la actividad económica, así como actuaciones encaminadas a 

apoyar a empresas y autónomos.  
 
Se incluyen, además, un conjunto de medidas que permiten ajustar el 

funcionamiento de la Administración a las necesidades actuales, acometiendo medidas 
en materia de cuentas anuales de las entidades del sector público, en materia de 
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disponibilidades líquidas y donaciones, así como en la financiación otorgada por las 

entidades territoriales. 
 
El capítulo I regula un amplio paquete de medidas para apoyar a los 

trabajadores, a los consumidores, a las familias y a los colectivos más vulnerables. El 
apoyo a los trabajadores, autónomos, consumidores, familias y colectivos vulnerables 

para aliviar su situación financiera y que puedan disponer de unos ingresos mínimos y 
contribuir al alivio de sus gastos fijos es una de las prioridades estratégicas del 

Gobierno, especialmente relevante en las circunstancias actuales, siendo de especial 
importancia la adopción de medidas que aseguren que no quedan en situación de 

exclusión como consecuencia de la crisis sanitaria del COVID-19. 
 

En el capítulo II se adoptan medidas para sostener la actividad económica ante 
las dificultades transitorias consecuencia del COVID-19. En primer lugar, el Real 

Decreto-ley aborda diversas medidas en el ámbito de la política de apoyo a la 
industrialización, con el objetivo de continuar facilitando liquidez a las empresas para 

desarrollar sus proyectos. Por último, es necesario seguir apoyando a las empresas del 
sector turístico.  

 

La crisis del COVID-19 ha supuesto la paralización total del sector turístico: 
desde la limitación a la libre circulación de personas y las limitaciones en la 

conectividad nacional e internacional a destinos, al cierre al público de establecimientos 
turísticos, incluidos alojamientos, restauración y otras empresas de la cadena de valor. 

Con el fin de asegurar la liquidez y, por lo tanto, la viabilidad de las empresas turísticas, 
se suspenden durante un año y sin penalización alguna, el pago de intereses y 

amortizaciones correspondientes a los préstamos concedidos por la Secretaría de Estado 
de Turismo en el marco del Programa Emprendetur I+D+i, del Programa Emprendetur 

Jóvenes Emprendedores y el Programa Emprendetur Internacionalización. 
 

En el contexto actual, se permite que los autónomos y empresas puedan 
suspender temporalmente sus contratos de suministro de electricidad y gas o modificar 

sus modalidades de contratos sin penalización. Una vez concluido el estado de alarma, 
se les vuelve a permitir una nueva modificación sin coste ni penalización.  

 

En el Capítulo III, se establecen diversas medidas en el ámbito del sector 
público para facilitar y flexibilizar los procedimientos de cara a hacer frente a la crisis 

sanitaria y las consecuencias que de ella se derivan. 
 

Además,  el Consejo de Ministros del pasado  10 de abril de 2020 adoptó un 
Acuerdo por el que se instruye al ICO a poner en marcha el segundo tramo de la línea 

de avales aprobada por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y se establece que 
sus beneficiarios sean las PYME y autónomos afectados por las consecuencias 

económicas del COVID-19. 
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El nuevo tramo, de 20.000 millones de euros, iguala en importe al anterior. El 
100% de los fondos se destinan a avalar operaciones de PYME y autónomos, por 
considerar que son los agentes de la actividad económica que más requieren de este 

apoyo en la actualidad. 
 

El segundo tramo de la línea de avales mantiene las mismas características y el 
mismo modo de tramitación del tramo inicial. Podrán solicitar estos avales de forma 

exclusiva las PYME y autónomos afectados por los efectos económicos del COVID-19, 
siempre que los solicitantes no estuvieran en situación de morosidad a 31 de diciembre 

de 2019 y en procedimiento concursal a 17 de marzo de 2020.  
 

El aval garantiza el 80% de los nuevos préstamos y renovaciones de operaciones 
solicitadas por autónomos y PYME y tendrá una vigencia igual al plazo del préstamo 

concedido, con un máximo de cinco años. 
 

Además, para garantizar que PYME y autónomos son los beneficiarios reales de 
los avales, el Acuerdo del Consejo de Ministros refuerza y precisa las previsiones del 
anterior. 

 
Además, cabe referirse al Real Decreto-ley 14/2020, de 14 de abril, por el que se 

extiende el plazo para la presentación e ingreso de determinadas declaraciones y 
autoliquidaciones tributarias, para aquellos obligados con volumen de operaciones no 

superior a 600.000 euros en el año. 
 

Por su parte, en el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas 
urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, se establecen medidas 

extraordinarias para el pago de alquileres de locales de negocios de autónomos, 
profesionales y PYME cuya actividad económica se ha suspendido o se ha reducido 

drásticamente.  
 

Con estas medidas se viene a responder a las necesidades de autónomos y 
PYME que no tienen capacidad financiera para hacer frente sus obligaciones de pago 
del alquiler de sus locales. El procedimiento establecido permitirá que las partes puedan 

llegar a un acuerdo para la modulación de ese pago y facilitará la continuidad de sus 
actividades comerciales. 

 
Estas medidas tienen la finalidad de responder a las necesidades de apoyo 

reforzado derivadas de la prolongación de la situación excepcional causada por la 
COVID-19, así como seguir protegiendo y dando soporte al tejido productivo, 

minimizando el impacto económico y facilitando que la actividad se recupere en cuanto 
empiece a remitir esta situación de emergencia de salud pública. 
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El Real Decreto-ley15/2020 se divide en distintos tipos de medidas -medidas 

para reducir los costes operativos de PYME y autónomos, medidas para reforzar la 
financiación empresarial, medidas fiscales, medidas para facilitar el ajuste de la 
economía y proteger el empleo y medidas de protección a los ciudadanos-. 

 
Las medidas ofrecen una respuesta generalizada que permite distribuir de 

manera equitativa el riesgo de la pandemia y del consiguiente estado de alarma entre 
arrendadores y arrendatarios, especialmente cuando los arrendadores tienen la 

naturaleza de grandes tenedores. Asimismo, se regula un procedimiento para imponer a 
las partes una modulación del pago de las rentas de los alquileres de locales que se 

extiende hasta los dos años. Finalmente, en caso de aplicarse la moratoria para este tipo 
de arrendamientos, se prevé la no ejecución de garantías de pago, tales como avales 

bancarios o seguros de impago de alquiler, entre otras. 
 

Sobre los arrendamientos de locales de negocios, se establece que la persona 
física o jurídica arrendataria de un contrato de arrendamiento para uso distinto del de 

vivienda de conformidad con lo previsto en el artículo 3 de la Ley 29/1994, de 24 de 
noviembre, de Arrendamientos Urbanos, o de industria, podrá solicitar de la persona 
arrendadora cuando esta sea una empresa o entidad pública de vivienda, o un gran 

tenedor - entendiendo por tal la persona física o jurídica que sea titular de más de 10 
inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más 

de 1.500 m
2
 - en el plazo de un mes desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley, la 

concesión de una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará de manera 

automática y que afectará al periodo de tiempo que dure el estado de alarma y sus 
prórrogas y a las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si aquel plazo fuera 

insuficiente en relación con el impacto provocado por la COVID-19, sin que puedan 
superarse, en ningún caso, los cuatro meses. 

 
Dicha renta se aplazará, sin penalización ni devengar intereses, a partir de la 

siguiente mensualidad de renta arrendaticia, mediante el fraccionamiento de las cuotas 
en un plazo de dos años, que se contarán a partir del momento en el que se supere la 

situación aludida anteriormente, o a partir de la finalización del plazo de los cuatro 
meses antes citado, y siempre dentro del plazo a lo largo del cual continúe la vigencia 
del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. 

 
En el caso de contratos de arrendamiento para uso distinto del de vivienda cuyo 

arrendador sea distinto a los definidos anteriormente, el arrendatario podrá solicitar de 
la persona arrendadora, en el plazo de un mes, desde la entrada en vigor de este Real 

Decreto-ley el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta siempre 
que dicho aplazamiento o una rebaja de la renta no se hubiera acordado por ambas 

partes con carácter voluntario. En este caso se permite el uso de la fianza para que el 
arrendatario pueda afrontar el pago de la renta con más liquidez.  
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La norma refuerza la protección de las trabajadoras y trabajadores fijos 

discontinuos, ampliando la cobertura regulada en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, a aquellas personas trabajadoras que no hayan podido reincorporarse a su 
actividad en las fechas previstas, como consecuencia del COVID-19 y que, o bien 

disponiendo de periodos de ocupación cotizada suficiente, no cumplen el requisito de 
situación legal de desempleo, o bien no pueden acceder a la prestación por desempleo 

por carecer del periodo de cotización necesario para acceder a dicha prestación. De esta 
medida se benefician especialmente las trabajadoras y trabajadores del sector turístico. 

 
Para reforzar las medidas de apoyo a la liquidez y ampliar su alcance, el Real 

Decreto-ley establece medidas complementarias como el reforzamiento del reaval 
concedido por la Compañía Española de Reafianzamiento Sociedad Anónima (CERSA), 

lo que permitirá aumentar la capacidad de aval de las Sociedades de Garantía Recíproca, 
presentes en todas las Comunidades Autónomas de España y con gran capilaridad como 

reforzadoras del acceso a la financiación de las PYME de las distintas áreas geográficas 
en que se encuentran presentes. 

 
En su Disposición Final octava se modifica el artículo 22.1 del Real Decreto-ley 

8/2020, de17 de marzo, que queda redactado de la siguiente forma: 

 
“Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa 

directa en pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la 
declaración el estado de alarma, que impliquen suspensión o cancelación de 

actividades, cierre  temporal de locales de afluencia pública, restricciones en el 
transporte público y, en general, de la movilidad de las personas y/o las 

mercancías, falta de suministros que impidan gravemente continuar con el 
desarrollo ordinario de la actividad, o bien en situaciones urgentes y 

extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción de medidas de 
aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que queden 

debidamente acreditados, tendrán la consideración de provenientes de una 
situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se derivan del artículo 47 del 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. 

 

En relación con las actividades que deban mantenerse de acuerdo con la 
declaración del estado de alarma, otras normas de rango legal o las disposiciones 

dictadas por las autoridades delegadas en virtud de lo previsto en el artículo 4 del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se entenderá que concurre la fuerza mayor 

descrita en el párrafo anterior respecto de las suspensiones de contratos y 
reducciones de jornada aplicables a la parte de actividad no afectada por las 

citadas condiciones de mantenimiento de la actividad”. 
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Para finalizar, se señala que el Gobierno está en continua evaluación de las 

acciones puestas en marcha, valorando constantemente el establecimiento de otras 
acciones en un futuro próximo. 

 

 
 

 
 

Madrid, 04 de mayo de 2020 
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